PAGE  
5

León, Guanajuato, a 21 veintiuno de octubre del año 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 188/2009-JN, promovido por la ciudadana Ma. Lorena Macías Murillo; y,. . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que se ostentó sabedora la parte actora del acto impugnado, toda vez que refiere que tuvo conocimiento del mismo, el día 30 treinta de junio del 2009, dos mil nueve, lo que se corrobora con la copia certificada de la notificación del oficio número TE/DGRMYSG-3726/2009 y del propio oficio; los que son visibles en autos a fojas 62 sesenta y dos a 63, sesenta y tres; y 64 sesenta y cuatro a 65 sesenta y cinco; respectivamente; mismos que fueron aportados y admitidos como pruebas a la autoridad demandada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la comunicación de que en un término de 10 diez días hábiles, debe desocupar un predio propiedad municipal que, de una superficie de 4,800 m2 (cuatro mil ochocientos metros cuadrados), se sitúa en el fraccionamiento San Isidro de Jerez, primera sección de esta ciudad; se encuentra debidamente acreditada en autos con el oficio número TE/DGRMYSG-3726/2009 (tres mil setecientos veintiséis diagonal dos mil nueve), de fecha 29 veintinueve de junio del 2009, dos mil nueve, mismo que fue ofrecido y admitido como prueba a la actora, en original (visible en copia certificada a fojas 14 catorce y 15 quince del presente expediente); documental que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de un documento público expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .  

De los autos que integran el expediente, se advierte que con fecha 29 veintinueve de junio del 2009, dos mil nueve, el Director General de recursos materiales y servicios generales, emitió el oficio número TE/DGRMYSG-3726/2009; en el que comunica a la actora, que tiene un termino de 10 diez días hábiles para desocupar el inmueble propiedad municipal, que se ubica entre las calles Acanto del Jerez, Espárrago del Jerez y Anémona del Jerez, del fraccionamiento San Isidro de Jerez, primera sección, de esta ciudad, el cual tiene una superficie de 4,800.00 m2 (cuatro mil ocho cientos metros cuadrados). . . . . . .  

Respecto de tal acuerdo, la parte actora aduce ilegalidad, ya que, por un lado  manifiesta que no es cierto que habite o posea un predio con tal superficie, toda vez que el que posee tiene una superficie de 600.00 m2 (seiscientos metros cuadrados); y, por otro lado, expone que la autoridad demandada no es competente para emitir el acto impugnado, así como, que el oficio donde se contiene adolece de sello oficial y firma autógrafa de la autoridad que lo emitió; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la presente causa administrativa, la autoridad demandada no hace valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; sin embargo, por ser una cuestión de orden público, este juzgador considera que en la presente causa administrativa se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, al considerar que el acto impugnado en la presente causa administrativa, no afecta interés jurídico alguno de la actora, en base a las siguientes consideraciones lógico-jurídicas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

En principio, se debe puntualizar que la doctrina considera al interés jurídico como el derecho subjetivo de carácter administrativo, que faculta a un particular  para exigir un actuar específico de la autoridad administrativa y que dicho interés jurídico constituye un requisito de procedibilidad en el proceso administrativo; lo que significa que es necesario que éste se promueva por quien sea el titular de un derecho subjetivo -de carácter administrativo-, que esté reconocido o protegido a su favor en un precepto jurídico contenido en ley y que, además, dicho derecho resulte afectado con un acto de autoridad; en este caso, municipal; esto es, para que exista interés jurídico, debe haber un acto administrativo directo que implique la violación de un derecho subjetivo tutelado por una ley, decreto, reglamento, resolución, contrato u otra disposición administrativa, a favor del actor en un proceso administrativo, ocasionándole un perjuicio; ello en congruencia a lo establecido por los artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, y 251, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, que a la letra establecen: . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.- Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el Ayuntamiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la Administración Pública Municipal podrán ser impugnados optativamente ante los Juzgados Administrativos Municipales..., cuando afecten intereses de los particulares...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Artículo 251. Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

I. Tendrán el carácter de actor: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Como complemento a lo anterior, se debe decir que el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Practica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Cuarta Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la página 48, define el Derecho subjetivo de carácter administrativo como: “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.” De lo que se colige que todo aquel que promueve un proceso administrativo debe contar con un derecho subjetivo previsto en la norma, para acreditar su interés jurídico, y que dicho derecho haya sido vulnerado por la autoridad administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así las cosas, en el caso concreto, el acto impugnado, consistente en la comunicación, a la actora, de que en un término de 10 diez días hábiles debe desocupar un predio propiedad municipal que, tiene una superficie de 4,800 m2 (cuatro mil ochocientos metros cuadrados), y que se sitúa en el fraccionamiento San Isidro de Jerez, primera sección de esta ciudad; constituye un acto que no afecta los intereses jurídicos de la justiciable, en virtud de que, si bien es cierto, la autoridad demandada refiere que el inmueble que describe, es propiedad municipal y que en el mismo se construirá un jardín de niños y una cancha deportiva, por lo que por ello le comunica que tiene un término de 10 diez días hábiles para desocupar el mismo; cierto es también que, dicha comunicación, según se advierte, es solo una invitación o una conminación a lograr un objetivo, que en este caso es el de que se desocupe un inmueble que la autoridad demandada aprecio ocupa la parte actora, sin que dicho acto en esencia se califique como un acto administrativo, pues no cumple con los elementos que para ello, señala el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, precepto en el que se define el acto administrativo: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“ARTÍCULO 136. El acto administrativo es toda declaración unilateral de voluntad, emanada de una autoridad administrativa del Estado o de sus municipios en el ejercicio de potestades públicas derivadas de los ordenamientos jurídicos, que tiene por objeto crear, declarar, reconocer, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica individual y concreta, o bien de carácter general, con la finalidad de satisfacer intereses generales.” . . . . . . . . 

Luego entonces, al no reunir el acto que se impugna en esta causa administrativa, las características que identifican a un acto administrativo, ya que no crea, ni declara, reconoce, transmite, modifica o extingue situación jurídica individual y concreta alguna; se concluye, como ya se dijo antes, que sólo es una conminación o ruego para desalojar un inmueble propiedad municipal ocupado por un particular, sin producir ningún efecto jurídico directo a la actora, en su persona, derechos o sus bienes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Aunado a lo anterior, es importante recalcar que la comunicación impugnada, también carece de la ejecutoriedad que caracteriza a los actos administrativos; esto es, que sea obligatorio o exigible, y que por lo tanto deba cumplirse; ya que no señala consecuencia legal alguna en caso de no atender a la comunicación señalada; siendo que todo acto administrativo debe entrañar una fuerza especial, gracias a la cual, la autoridad puede ejecutar coactivamente el acto contra la oposición del interesado; lo que no podría hacerse de ninguna manera en el presente asunto, pues, a efecto de lograr la desocupación del inmueble, la autoridad tendría que acudir a las instancias judiciales correspondientes. . . . . . . . . 

Por lo anterior, al no constituir la comunicación que se impugna, un acto administrativo, ni plantea ejecución alguna o consecuencia legal que afecte el interés jurídico de la parte actora, causando una lesión en su esfera jurídica, es por lo que se actualiza la causal de improcedencia mencionada en supralíneas y por lo tanto procede sobreseer el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso concreto resulta aplicable el siguiente criterio emitido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, contenido en la publicación denominada: “Criterios 2000-2008”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 279 doscientos setenta y nueve, señala: . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO. EL OFICIO CONSISTENTE EN UNA COMUNICACIÓN ENTRE LA AUTORIDAD Y EL ACTOR, NO AFECTA EL. Se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato si de la revisión practicada a las constancias que integran el expediente de origen se advierte que se señala como acto impugnado un oficio que se trata de una simple comunicación (acto de trámite) entre la autoridad y el actor, debido a que, con la emisión de dicho oficio, no se afecta su interés jurídico, presupuesto procesal indispensable para admitir a trámite la demanda.” (Toca 56/08.PL. Recurso de Reclamación interpuesto por Luis Gerardo Flores López, en su carácter de actor. Resolución de fecha 25 de junio de 2008). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, al quedar demostrado que en la presente causa administrativa no se afecta derecho alguno tutelado a favor de la actora, ni se acredita que se le ocasione con el acto impugnado, alguna lesión, daño o perjuicio en su persona o en su patrimonio; se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; resulta procedente sobreseer el proceso, con sustento en lo establecido por el artículo 262, fracción II, del Código Procedimiento y Justicia Administrativa mencionado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- En virtud de que se actualiza una causal de improcedencia que trae como consecuencia el que se declare el sobreseimiento del presente proceso administrativo; atendiendo al principio de economía procesal, no se realizará el análisis de los conceptos de impugnación expresados por la parte actora, pues el sobreseimiento del proceso, impide entrar al estudio del fondo del asunto. . . . . . .  
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

